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JUZGADO DECIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 
San José de Cúcuta, dos (02) de abril de dos mil veinte (2020)
4
Acción de tutela
Actor: Ever Ferney Pineda Villamizar
Rad. 54-001-33-33-010-2020-00095-00

Acción:


           TUTELA

Radicado No.:

54 001 33 33 010 2020 00095 00

Actor:
Ever Ferney Pineda Villamizar
Demandado:
Nación – Ministerio del Medio Ambiente; Ministerio de Relaciones Exteriores; Presidencia de la República; Defensoría del Pueblo; Corporación Autónoma Regional de Norte de Santander – COPORONOR; Municipio San José de Cúcuta
Se tiene que el señor Ever Ferney Pineda Villamizar, instaura acción de tutela en contra de la Nación – Ministerio del Medio Ambiente; Ministerio de Relaciones Exteriores; Presidencia de la República, con el fin de obtener el amparo de los derechos fundamentales a la salud y a la vida de la población cucuteña y de sí. 
Por lo anterior, y teniendo en cuenta de que la solicitud de amparo de tutela se acompaña con solicitud de medida provisional, procede el Despacho, a analizarla y resolverla lo que en derecho corresponda. 

1. C O N S I D E R A C I O N E S 

Pues bien, las medidas provisionales se encuentran reguladas por el artículo 7º del Decreto 2591 de 1991, disponiéndose que desde la presentación de la solicitud, cuando el Juez expresamente lo considere necesario y urgente, se podrá decretar medidas provisionales para proteger un derecho.

En esta oportunidad, el señor Ever Ferney Pineda Villamizar, solicita se decrete como medida provisional lo siguiente: 

“PRIMERA: ORDENAR a las entidades accionadas QUE DE MANERA INMEDIATA conformen un comité conformado por especialistas con características técnico científicas con el fin de determinar las causas del fenómeno presentado en la ciudad de Cúcuta con base en los criterios expuestos por la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD y definir DE MANERA INMEDIATA un plan de acción que sea socializado a través de los medios de comunicación con mayor circulación en el municipio.”
Cabe dilucidar la concepción constitucional y la procedencia de la medida provisional en acciones de tutela. Sobre el particular, expresó en Auto 0258 de fecha 12 de noviembre de 2013, la Corte Constitucional, lo siguiente:

1.- En relación con la procedencia de medidas provisionales en el marco de procesos de tutela, el artículo 7º del Decreto 2591 de 1991 preceptúa lo siguiente:

“Artículo 7o. Medidas provisionales para proteger un derecho. Desde la presentación de la solicitud, cuando el juez expresamente lo considere necesario y urgente para proteger el derecho, suspenderá la aplicación del acto concreto que lo amenace o vulnere.
 
Sin embargo, a petición de parte o de oficio, se podrá disponer la ejecución o la continuidad de la ejecución, para evitar perjuicios ciertos e inminentes al interés público. En todo caso el juez podrá ordenar lo que considere procedente para proteger los derechos y no hacer ilusorio el efecto de un eventual fallo a favor del solicitante.

La suspensión de la aplicación se notificará inmediatamente a aquél contra quien se hubiere hecho la solicitud por el medio más expedito posible.

 El juez también podrá, de oficio o a petición de parte, dictar cualquier medida de conservación o seguridad encaminada a proteger el derecho o a evitar que se produzcan otros daños como consecuencia de los hechos realizados, todo de conformidad con las circunstancias del caso. (…)”
 
2.- La Corte Constitucional ha precisado que procede el decreto de medidas provisionales frente a las siguientes hipótesis: (i) cuando éstas resultan necesarias para evitar que la amenaza contra el derecho fundamental se concrete en una vulneración o; (ii) cuando, constatada la ocurrencia de una violación, sea imperioso precaver su agravación.”
Determinada la facultad del Juez para intervenir a efectos de garantizar la que la vulneración conmine en un daño mayor o un perjuicio irremediable, el Despacho descenderá a exponer los elementos fácticos y jurídicos en los que se fundará la decisión. 

Sea lo primero advertir que la presente acción de tutela tiene una connotación de amparo, no solamente inicial, sino también colectiva, en la medida de que se persigue la salvaguarda y protección del derecho al goce de un medio ambiente sano -interés colectivo-, en estrecha conexidad con los derechos a la salud y vida en condiciones dignas -fundamentales. 

Respecto del primero, la Corte Constitucional ha dicho que se propugna por la defensa del ambiente y de los ecosistemas, por lo que ha calificado al ambiente como un bien jurídico constitucionalmente protegido, en el que concurren las siguientes dimensiones: “(i) es un principio que irradia todo el orden jurídico en cuanto se le atribuye al Estado la obligación de conservarlo y protegerlo, procurando que el desarrollo económico y social sea compatible con las políticas que buscan salvaguardar las riquezas naturales de la Nación; (ii) aparece como un derecho constitucional de todos los individuos que es exigible por distintas vías judiciales; (iii) tiene el carácter de servicio público, erigiéndose junto con la salud, la educación y el agua potable, en un objetivo social cuya realización material encuentra pleno fundamento en el fin esencial de propender por el mejoramiento de la calidad de vida de la población del país; y (iv) aparece como una prioridad dentro de los fines del Estado, comprometiendo la responsabilidad”.
De tal suerte, cualquier afectación a los elementos esenciales, como el aire, altera las condiciones del disfrute de terminados derechos, como la salud.  
En sub examine, se tiene que el accionante solicita la conformación de un comité técnico científico integrado por todas las entidades accionadas, para la determinación de las causas del problema ambiental que afecta ahora mismo la calidad del aire de la ciudad de Cúcuta y; en consecuencia, elaboren u plan de acción sobre el particular. 
Al respecto, el Despacho debe decir que no es dable, es este estado del proceso, acceder a lo decrepado por el extremo activo por las siguientes razones: 

(i) No es dable proferir una orden a todas las entidades involucradas, en la medida de que pertenecen al orden nacional y territorial, y cada una dista de sus competencias y funciones, sin que se cuente con información fidedigna y concreta de real impacto que la situación de orden ambiental está llevando consigo a la ciudad, información que sólo podrá recaudarse mediante los informes que en el trascurso de este proceso tutelar presenten las mismas. 

(ii) Que si bien no se despacha la magnitud de la contaminación del aire en la ciudad de Cúcuta, hecho notorio para toda la comunidad, lo cierto es que no se aportó prueba que diera cuenta de afectación palmaria de un derecho fundamental, más allá de las que la misma situación comporta. 

(iii) Que las maneras de mitigar el fenómeno contaminante, es un aspecto exclusivamente científico y que el Juez de tutela no debe sortear o accionar de manera apresurada, pues para ello, es imperativo conocer la postura de las autoridades competentes en la materia.

De tal suerte, el Despacho deberá negar la solicitud de medida provisional, sin perjuicio de que esta sea abordada y estudiada en la sentencia de mérito.
A su vez y por reunir los requisitos mínimos de ley, establecidos en el artículo 14 del Decreto 2591 de 1991, recepcionada mediante el correo electrónico del Despacho, el día 02 de abril de 2020.
Finalmente, de acuerdo con los hechos y pretensiones plasmados en el escrito inicial, el Despacho considera imperativo vincular a la Gobernación del Departamento Norte de Santander, por cuanto las resultas del proceso podrían ser de su interés. 
En consecuencia de lo brevemente expuesto, se dispone:

1º.- ADMÍTASE la solicitud de tutela formulada por el señor Ever Ferney Pineda Villamizar, identificado con C.C. No. 1.090.465.806, en contra de Nación – Ministerio del Medio Ambiente; Ministerio de Relaciones Exteriores; Gobernación del Departamento Norte de Santander- Municipio San José de Cúcuta.
2º.- VINCÚLESE a la GOBERNACIÓN DEL DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva del presente auto. 
3°.- NIÉGUESE la solicitud de medida provisional, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva del presente auto.
4°.- NOTIFÍQUESE el presente proveído a la NACIÓN – MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE; MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES; PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA; DEFENSORÍA DEL PUEBLO GOBERNACIÓN DEL DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER; MUNICIPIO SAN JOSÉ DE CÚCUTA; CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DE NORTE DE SANTANDER – COPORONOR, para que a través de los funcionarios competentes, dentro del término de DOS (02) DÍAS contado a partir de la respectiva notificación, ejerzan el derecho de defensa e intervengan si lo consideran pertinente. Para tal efecto, adjúnteseles copia del escrito de tutela y sus anexos.
5°.- PRUEBAS
5.1.- Con el valor legal que les corresponda, ténganse como pruebas los documentos aportados por la parte accionante.

5.2.- Decrétese la práctica de las siguientes pruebas:
· Requiérase a la NACIÓN – MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE; MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES; PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA, para que a través de los funcionarios competentes, informe a este Despacho lo siguiente:
a) Indiquen cuales han sido las actuaciones que desde el orden nacional y de acuerdo con las competencias y funciones de cada casa ministerial, han desplegado de cara a la contaminación atmosférica de la ciudad de Cúcuta – Norte de Santander, que como consecuencia de la incineración de desechos tóxicos en diferentes focos de ese Departamento y en Venezuela, se han presentado. 

b) Manifestarse en general sobre los hechos de la tutela. 
Para lo anterior, concédase el término IMPRORROGABLE DE DOS (02) DÍAS y remítase al correo electrónico ADM10CUC@CENDOJ.RAMAJUDICIAL.GOV.CO.
· Requiérase a la GOBERNACIÓN DEL DEPARTAMENTO NORTE DE SANTANDER- MUNICIPIO SAN JOSÉ DE CÚCUTA; CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DE NORTE DE SANTANDER – COPORONOR; DEFENSORÍA DEL PUEBLO, para que a través de los funcionarios competentes, informe a este Despacho lo siguiente:

a) Indiquen cuales han sido las actuaciones que desde el orden territorial y de acuerdo con las competencias y funciones de cada uno, han desplegado de forma individual y/o mancomunadamente de cara a la contaminación atmosférica de la ciudad de Cúcuta – Norte de Santander, que como consecuencia de la incineración de desechos tóxicos en diferentes focos de ese Departamento y en Venezuela, se han presentado.
Para lo anterior, concédase el término IMPRORROGABLE DE DOS (02) DÍAS y remítase al correo electrónico ADM10CUC@CENDOJ.RAMAJUDICIAL.GOV.CO.
6°.- NOTIFÍQUESE la presente decisión en los términos ley a las partes, al señor Procurador 208 Judicial I Delegado en lo Judicial para Asuntos Administrativos – Reparto, y al señor Defensor del Pueblo.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
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ALEXA YADIRA ACEVEDO ROJAS

Juez
